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Exp. 407/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 407/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERIA DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA 
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a nueve de febrero de dos mil veintitrés.
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiséis de mayo de dos mil veintidós, el C. **********, por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por el acto que a continuación se precisa:

"PRIMERO.- La resolución por negativa ficta, de conformidad con el artículo 24, 248, 249 y demás relativos del Código Procesal Administrativo del Estado, recaída en el Recurso de Revocación presentado en fecha 27 de octubre de 2021 ante el Ayuntamiento de San Luis Potosí, Tesorería Municipal del Estado de San Luis Potosí.”

“SEGUNDO.- La resolución y determinación del crédito fiscal a cargo del contribuyente contenido en el oficio **********, de fecha 5 de septiembre de 2021, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********”

II.- Por auto de fecha tres de junio de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda del C. **********,  en contra de la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ordenándose correr traslado, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
Por otra parte, se procedió a conceder la suspensión solicitada para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio, y no se llevaran a cabo las acciones tendientes al cobro del referido crédito fiscal, la cual surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara el mismo.
III.- Por auto de fecha cuatro de julio de dos mil veintidós, se tuvo a la Autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, y en razón de que la parte actor impugno en su escrito inicial de demanda una resolución de negativa ficta, se le otorgo el plazo de diez días para el efecto de que ampliara su demanda.

IV.- Por auto de fecha veintiséis de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la autoridad demandada para que manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos que se encontraran relacionadas.

 V.- Por auto de fecha veintiséis de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo por contestando la ampliación de demanda a la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por último, se señalaron las diez horas del veintiuno de octubre de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
El C. **********compareció por derecho propio; así mismo, demostró su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el escrito dirigido a la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, recibido por dicha autoridad con fecha veintisiete de octubre de dos mil veintiuno, y mediante el cual interpone recurso administrativo de revocación, el cual se encuentra a foja de la 18 a la 30 del expediente en el que se actúa.

Por último, y respecto de la personalidad del C. **********, en su calidad de Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la misma quedó acreditada con el nombramiento expedido a su favor, mismo que se localiza a foja 69 del expediente en el que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I y 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la CONFIRMATIVA FICTA que recayó al Recurso de  Revocación interpuesto por la parte actora el pasado veintisiete de octubre de dos mil veintiuno ante la Tesorería Municipal de San Luis Potosí; así como la resolución y determinación del crédito fiscal **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno dentro del expediente **********. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación de demanda, se localizan a fojas de la 03 a la 15, y de la  76 a la 82 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término, se debe de señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta, sin embargo, se precisa que la figura correcta, lo es la confirmativa ficta por no haberse dictado resolución al recurso de revocación hecho valer en contra de la determinación del crédito fiscal emitido dentro del oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno.
 Dicho escrito de interposición del recurso de revocación, fue acompañado como prueba por la parte actora, el cual obra a fojas de la 18 a la 30 del expediente en el que se actúa, sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo del Estado, y en el cual se aprecia como fecha de recibido por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, el pasado veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.

Ahora bien, se debe de hacer mención, que la figura de la Confirmativa Ficta, se encuentra regulada en el artículo 182 del Código Fiscal del Estado, disposición legal que a la letra dice:

CODIGO FISCAL DEL ESTADO

ARTICULO 182.- La resolución que recaiga al recurso de revocación, deberá notificarse personalmente al promovente. Una vez transcurridos tres meses desde la presentación del recurso o del escrito que atienda el requerimiento de información o documentos, en su caso, el recurrente podrá considerar que la resolución es en el sentido de confirmar el acto o resolución impugnado, en cuyo caso estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan.
De la transcripción anterior, es factible desprender los elementos que configuran una resolución confirmativa ficta, a saber: 

a)
Que exista un recurso de revocación presentado ante la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de resolución del recurso, se prolongue por más de tres meses.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en la siguiente tesis aislada:

Época: Décima Época 

Registro: 2011669 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 30, Mayo de 2016, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.9o.A.75 A (10a.) 

Página: 2763 

CONFIRMATIVA FICTA. ACORDE CON EL ARTÍCULO 131 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD SÓLO DA LUGAR A ÉSTA, TRATÁNDOSE DEL RECURSO DE REVOCACIÓN.

El artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, señala que las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de tres meses y que, transcurrido éste sin que se notifique la resolución que les haya recaído, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió en sentido negativo (negativa ficta). Por su parte, el numeral 131 del propio ordenamiento, establece que la autoridad deberá dictar su resolución en un plazo que no excederá de tres meses, contados a partir de la fecha de interposición del recurso, así como que el silencio de la autoridad significará que se confirmó el acto impugnado y, ante esa situación, el recurrente podrá decidir esperar la resolución expresa o impugnar, en cualquier tiempo, la presunta confirmación del acto. Ahora bien, aun cuando el precepto 131 citado, utiliza el vocablo "recurso" en forma genérica, dicha norma sólo es inherente al recurso de revocación, pues se ubica en el apartado relativo a ese medio de impugnación. Por tanto, el silencio de la autoridad sólo da lugar a la confirmativa ficta, tratándose del recurso de revocación y no a los medios de impugnación en general.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 578/2015. 5 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: José Alejandro Luna Ramos. Secretaria: Elizabeth Trejo Galán.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución de confirmativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que exista la interposición de un recurso de revocación ante la autoridad y la falta del dictado de resolución por un periodo mayor al de tres meses.

Así, la Resolución confirmativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1.- De las constancias que obran en autos, se encuentra el escrito de interposición del Recurso de Revocación en contra del oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, y que fue recepcionado el pasado veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.

2.- Dicho recurso de revocación, no fue resuelto por la autoridad demandada a la fecha de presentación de la demanda de nulidad, lo cual aconteció el pasado veintiséis de mayo de dos mil veintidós, por lo que transcurrió en exceso el término de tres meses para el dictado de su resolución previsto en el artículo 182 del Código Fiscal del Estado.

Por lo que en resumen, se debe de tener por configurada la resolución confirmativa ficta al recurso de revocación interpuesto por la parte actora ante la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y en donde impugna el oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********.

Por otra parte, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución Confirmativa Ficta. En este orden de ideas, el artículo 244 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí dispone que “Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.”; esto es, que no por configurarse en este caso, la Resolución Confirmativa ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, la autoridad demandada podrá sustentar la legalidad de la misma, expresando los fundamentos y razones en que motive su determinación.
En el supuesto, de que en la contestación de la demanda, la autoridad demandada no exprese el derecho en que funde su negativa, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario. 
Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe el numeral anteriormente citado.

“ARTICULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 244 de este Código.

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante; esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.

En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.”

Ahora bien, y con el fin de resolver los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y en consideración al principio de Litis abierta, se procede al análisis del quinto concepto de impugnación, ello de acuerdo a lo establecido en los siguientes criterios: 

Época: Décima Época 

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA.

El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.

El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.

Bajo esa tesitura, se tiene que el actor señala medularmente en dicho concepto de impugnación, que el acto impugnado es violatorio de las garantías de legalidad, audiencia, debido proceso, seguridad y certidumbre jurídica al dejar en un completo estado de indefensión al particular afectado, ya que la autoridad es incongruente, imprecisa y contradictoria respecto de las facultades desplegadas hacia el contribuyente.

Que la autoridad funda y motiva el acto determinante, en los diversos numerales que contienen las facultades relativas a visitas domiciliarias, revisiones de gabinete y de dictámenes contenidas en los diversos artículos 55 al 67 del Código Fiscal Estatal.

Motivo por el cual niega lisa y llanamente en términos del artículo 45 del Código Tributario Estatal, la existencia y legal notificación de cualquier orden de visita domiciliaria, de revisión de gabinete, de requerimiento de información, y de cualquier otra facultad contenida en el artículo 55 del Código Fiscal del Estado.

Que en ningún momento se le ha notificado ni realizado ninguna de las facultades contenidas en el artículo 55 del Código en cita, y por lo tanto, tampoco se le ha notificado ni respetado los derechos y procedimientos de dichas facultades.

Por su parte, la autoridad demandada al producir su contestación a la demanda, es omisa en pronunciarse al respecto, debiendo de manifestar que dicho concepto de impugnación la parte actora lo hizo valer en el recurso de revocación interpuesto con fecha veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.

 A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado y suficiente, para declarar la nulidad lisa y llana del oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, ello es así en razón de las siguientes consideraciones.

En primer término, resulta pertinente realizar la transcripción de la parte que nos interesa del oficio anteriormente mencionado, situación que se realiza a continuación:

“Esta Tesorería del Municipio de San Luis Potosí, con sede en San Luis Potosí, por conducto de su titular el licenciado **********, designado por el Maestro ********** Presidente del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí para el periodo de 01 de octubre del 2018 dos mil dieciocho al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, nombramiento que fue propuesto y ratificado en la Primera Sesión Ordinaria de Cabildo que tuvo verificativo el día primero de octubre del año dos mil dieciocho con fundamento en lo dispuesto por los artículos 14 párrafo segundo, …48, 49, 50, 55. 56, 57, 58 fracción I, 59, 60 fracción I, 67 párrafo primero del Código fiscal del Estado de San Luis Potosí…”

Resulta

Tal y como se desprende de lo anteriormente transcrito, la autoridad demandada, hace alusión de diversos artículos, entre los que se encuentran los siguientes:
“ARTICULO 48.- Por lo que respecta a las facultades y a la competencia de las autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.”
“ARTICULO 49.- Las autoridades fiscales, sólo podrán hacer aquello para lo cual estén expresamente facultadas en los ordenamientos normativos vigentes, debidamente publicados en el Periódico Oficial del Estado. Sus atribuciones sólo serán delegables en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias.”
“ARTICULO 50.- La administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito y establecimientos comerciales.”
“ARTICULO 55.- Las autoridades fiscales, a fin de comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales y, en su caso determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a otras autoridades fiscales, estarán facultadas para: 
I. Ordenar la práctica de visitas domiciliarias a contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados y revisar su contabilidad, bienes y mercancías; 
II. Requerir a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, para que exhiban la contabilidad en su domicilio fiscal, establecimientos o en las oficinas de las propias autoridades, a efecto de llevar a cabo su revisión, así como para que proporcionen los datos y otros documentos o informes que se les requieran; 
III. Requerir la exhibición y proceder a la revisión de los dictámenes de estados financieros elaborados por contador público registrado; 
IV. Recabar de los funcionarios y empleados públicos y de los fedatarios, los informes y datos que posean con motivo de sus funciones, y 
V. Allegarse las pruebas necesarias para denunciar ante el Ministerio Público la posible comisión de delitos fiscales o, en su caso, para formular querella, denuncia o declaratoria respectiva. 
Las actuaciones que practiquen las autoridades fiscales, tendrán el mismo valor probatorio que el que la ley concede a las actas de la policía ministerial; la propia autoridad fiscal será coadyuvante del Ministerio Público en los términos del Código de Procedimientos Penales. 
Las autoridades fiscales podrán ejercer estas facultades conjunta, indistinta o sucesivamente, entendiéndose que se inician con el primer acto que se notifique al contribuyente. 
Para los efectos de este artículo, se considera como parte de la documentación o información que pueden solicitar las autoridades fiscales, la relativa a las cuentas bancarias del contribuyente.” 
“ARTICULO 56.- Las autoridades fiscales, podrán emplear las medidas de apremio que se indican a continuación, para hacer cumplir sus determinaciones y cuando los contribuyentes, los responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, impidan de cualquier forma o por cualquier medio el inicio o desarrollo de sus facultades, observando estrictamente el siguiente orden: 
I. Solicitar el auxilio de la fuerza pública. 
Para los efectos de esta fracción, los cuerpos de seguridad o policiales deberán prestar en forma expedita el apoyo que solicite la autoridad fiscal. 
El apoyo a que se refiere el párrafo anterior consistirá en efectuar las acciones necesarias para que las autoridades fiscales ingresen al domicilio fiscal, establecimientos, sucursales, oficinas, locales, puestos fijos o semifijos, lugares en donde se almacenan mercancías y en general cualquier local o establecimiento que utilicen para el desempeño de sus actividades los contribuyentes, así como para brindar la seguridad necesaria al personal actuante, y se solicitara en términos de los ordenamientos que regulan la seguridad pública de la Federación, de las entidades federativas o de los municipios o, en su caso, de conformidad con los acuerdos de colaboración administrativa que tengan celebrados con la Federación. 
II. Multa de diez a quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente. 
III. Practicar el aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente o responsable solidario, respecto de los actos, solicitudes de información o requerimientos de documentación dirigidos a éstos. 
IV. Solicitar a la autoridad competente se proceda por desobediencia o resistencia, por parte del contribuyente, responsable solidario o tercero relacionado con ellos, a un mandato legítimo de autoridad competente. 
Las autoridades fiscales no aplicarán la medida de apremio prevista en la fracción I, cuando los contribuyentes, responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, no atiendan las solicitudes de información o los requerimientos de documentación que les realicen las autoridades fiscales, o al atenderlos no proporcionen lo solicitado; cuando se nieguen a proporcionar la contabilidad con la cual acrediten el cumplimiento de las disposiciones fiscales a que están obligados, o cuando destruyan o alteren la misma, 
No se aplicaran medidas de apremio cuando los contribuyentes, responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, manifiesten por escrito a la autoridad que se encuentran impedidos de atender completa o parcialmente la solicitud realizada por causa de fuerza mayor o caso fortuito, y lo acrediten exhibiendo las pruebas correspondientes.” 
“ARTICULO 57.- Las visitas domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente, de quien ostentará la firma expresando además de los requisitos que señala el artículo 46 de este Código, los siguientes: 
I. El nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido; cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación; 
II. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita. El aumento de lugares a visitar deberá notificarse al visitado; 
III. El nombre de la persona o personas que deben efectuar la visita, las cuales podrán ser sustituidas, aumentadas o reducidas en su número en cualquier tiempo por la autoridad competente; la sustitución o aumento de las personas que deban efectuar la visita se notificará al visitado. Las personas designadas para efectuar la visita la podrán hacer conjunta o separadamente, y 
IV. Las obligaciones fiscales de cuya verificación se trate y, en su caso, los impuestos, derechos, o contribuciones de mejoras objeto de la revisión, así como los ejercicios a que deberá limitarse la visita. 
Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria, se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad.” 
“ARTICULO 58.- El inicio de la visita se sujetará a las reglas siguientes: 
I. La orden de visita se entregará al visitado o a su representante; si ninguno estuviera presente, dejarán citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o su representante esperen a los visitadores a hora determinada del día siguiente para recibir la orden de visita; si no lo hicieren, la visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado;
…”
“ARTICULO 59.- La visita domiciliaria deberá observar las siguientes formalidades: 

I. Al iniciarse la visita en el domicilio fiscal, los visitadores que en ella intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se entienda la diligencia; 

II. Acto seguido, deberán requerir a la persona con quien entiendan la diligencia para que designe dos testigos, si éstos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designarán, haciendo constar esta situación en el acta que levanten, sin que esta circunstancia invalide los resultados de la visita; 

III. Los testigos pueden ser sustituidos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar donde se esté llevando a cabo la visita, por ausentarse de él antes de que concluya la diligencia o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo; en tales circunstancias la persona con quien se entienda la visita deberá designar de inmediato a otros y, ante su negativa o impedimento de los designados, los visitadores podrán designar a quienes deban sustituirlos; la sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita; 

IV. Durante el desarrollo de la visita, los visitadores, a fin de asegurar la contabilidad, correspondencia o bienes que no estén registrados en aquella, podrán indistintamente, sellar o colocar marcas en dichos documentos, bienes o en muebles, archiveros u oficinas donde se encuentren, así como dejarlos, en calidad de depósito, al visitado o a la persona con quien se entienda la diligencia, previo inventario que al efecto formulen. En el caso de que algún documento que se encuentre en los muebles, archiveros u oficinas que se sellen, sea necesario al visitado para realizar sus actividades, se le permitirá extraerlo ante la presencia de los visitadores, quienes podrán sacar copia del mismo; 

V. La visita domiciliaria no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación de la orden y hasta el levantamiento de la última acta parcial. Este plazo podrá ampliarse una vez por un período igual, previa notificación del oficio en el que el superior jerárquico de la autoridad que emitió la orden autorice tal ampliación. Vencido el plazo a que se refiere esta fracción sin que se haya notificado el oficio de ampliación, o vencido este plazo también sin que se levante la última acta parcial, quedará sin efectos la orden y no podrá emitirse una nueva por los mismos conceptos; y 

VI. Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete a que se refiere la fracción anterior, se suspenderán en los casos de: 

a) Huelga a partir de que se suspenda temporalmente el trabajo y hasta que termine la huelga. 

b) Fallecimiento del contribuyente, hasta en tanto se designe al representante legal de la sucesión. 

c) Cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando no se le localice en el que haya señalado, hasta que se le localice. 

d) Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste o atienda el requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses. En el caso de dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos periodos de suspensión y en ningún caso el período de suspensión podrá exceder de un año. 

e) Cuando la autoridad se vea impedida para continuar el ejercicio de sus facultades de comprobación por caso fortuito o fuerza mayor, hasta que la causa desaparezca. 

Si durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o la revisión de la contabilidad del contribuyente en las oficinas de las propias autoridades, los contribuyentes interponen algún medio de defensa contra los actos o actividades que deriven del ejercicio de sus facultades de comprobación, dichos plazos se suspenderán desde la fecha en que se interpongan los citados medios de defensa hasta que se dicte resolución definitiva de los mismos. 

“ARTICULO 60.- De toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la que se harán constar, en forma circunstanciada, los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los visitadores. Asimismo, se determinarán las consecuencias legales de tales hechos u omisiones, las que se podrán hacer constar en la misma acta o en documento por separado. Las actas de visita atenderán a las siguientes reglas: 

I. Los hechos u omisiones consignados por los visitadores en las actas, hacen prueba de la existencia de tales hechos o de las omisiones encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones a cargo del visitado en el período revisado;
…”

“ARTICULO 67.- Las autoridades fiscales, podrán determinar los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuando éstos no hayan cumplido con su obligación o cuando por ley les corresponda hacer esta determinación.
…”
De los artículos anteriormente citados se desprenden: (i) las facultades y competencia de las autoridades fiscales, las cuales se atenderán por el Código Fiscal del Estado, la Ley Orgánica de la Administración Pública de Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas a la Ley Orgánica del Municipio Libre, así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado; (ii) que las autoridades fiscales, solo podrán hacer aquello para lo cual se encuentren expresamente facultadas; (iii) que la administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales; (iv) que las autoridades fiscales, a fin de comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales y, en su caso determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a otras autoridades fiscales, podrán ordenar la práctica de visitas domiciliarias a los contribuyentes, requerir a los contribuyentes para que exhiban la contabilidad en su domicilio fiscal, establecimientos o en las oficinas de las propias autoridades,   (v) las visitas domiciliarias sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente; (vi) se describe el procedimiento que debe de seguirse para la práctica de las visitas domiciliarias.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada pretende fincar el crédito fiscal impugnado, mediante la práctica de una visita domiciliaria; sin embargo, la parte actora niega en términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, la existencia y legal notificación de cualquier orden de visita domiciliaria, de revisión de gabinete, de requerimiento de información.

Por otra parte, se tiene que hacer mención que al momento de producir su contestación de demanda, la autoridad demandada es omisa en acompañar documento alguno, que logre demostrar que en la especie se haya llevado a cabo la práctica de una orden de visita domiciliaria.

Por lo que, ante la negativa lisa y llana de una orden de visita domiciliaria, la carga probatoria para acreditar que la misma se efectúo para poder emitir a la parte actora el acto impugnado  consistente en el oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, ello de conformidad con lo previsto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, el cual se transcribe a continuación:

ARTICULO 45.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.
Por lo que en ese sentido, la autoridad demandada para cumplir con la carga probatoria anteriormente referida, tendría que haber exhibido las constancias correspondientes a la orden de visita domiciliaria, de revisión de gabinete, o de requerimiento de información.

Por lo que en ese sentido, se tiene que la autoridad demandada, no cumplió con la carga probatoria a su cargo, al no acompañar el documento original de la orden de visita de domiciliaria, así como de su acta de notificación, es decir, notificación legalmente hecha, con la que se pudiera demostrar que dicha orden contaba con firma autógrafa.
Máxime a lo anterior, se debe de precisar que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, en la cual debió de haber expresado los hechos y el derecho en que apoya su confirmativa ficta, no hizo pronunciamiento alguno de la negativa lisa y llana de la parte actora, en el sentido,  de que negó lisa y llanamente que haya existido una orden de visita domiciliaria, de revisión de gabinete, o de requerimiento de información; por lo que ante dicha omisión y en base en lo dispuesto por el artículo 244 del Código Fiscal del Estado, se le tiene por confesados los hechos que la parte actora le imputo, es decir, que no existió orden de visita domiciliaria.
Por consiguiente, resulta fundado el argumento de la Parte Actora, en el sentido de que para la emisión del oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, no existió el procedimiento que fundamenta la autoridad demandada, es decir el de la orden de visita domiciliaria.
Así las cosas, en la especie se actualiza la causa de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, ya que en el oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, no existió orden de visita domiciliaria, de revisión de gabinete, o de requerimiento de información, por lo que se incumple con uno de los requisitos formales previstos por el artículo 55 del Código Fiscal del Estado; y por ende, con fundamento en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado, procede decretar la ilegalidad del oficio **********, de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, dentro del expediente **********, donde se determina un crédito fiscal por la cantidad de $**********, y por ende la ilegalidad de la confirmativa ficta del recurso administrativo de revocación de fecha veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.

En atención al resultado al que se llegó, el análisis de los restantes conceptos de impugnación resulta innecesario, siendo aplicable a esta conclusión la tesis de jurisprudencia  número  cuatrocientos  cuarenta,  visible  en  la   página   setecientos setenta y cinco, de la Segunda Parte, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos diecisiete a mil novecientos ochenta y ocho, que dice:
"CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO.- Si el amparo que se concede por uno de los capítulos de queja, trae por consecuencia que se nulifiquen los otros actos que se reclaman, es inútil decidir sobre éstos."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales  249, 250 fracción II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante correo electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
